
56

A manera de conclusión
La política actual de agua y saneamien-

to se rige por metas; sean éstas las Metas 
del Milenio (2001), las del plan del 2008, 
las del 2011 o las de la Agenda Patriótica 
(2013). Y si bien es importante fijar me-
tas para poder concretizar el avance de las 
políticas públicas, para el caso del agua 
potable y saneamiento básico se ha visto 
en los últimos 4 años un endiosamiento 
de “la meta”. El énfasis en los discursos de 
que se ha “superado las metas del mile-
nio antes de tiempo”, que se ha alcanzado 
“un 90% de cobertura”, que ha existido un 
“incremento de x puntos porcentuales” o 
frases similares no solo ocultan la com-
pleja y amplia problemática del agua y 
el saneamiento sino que principalmente 
ocultan las grandes necesidades que hay 
en el sector así como los grandes desafíos 
pendientes y urgentes de asumir. El mane-
jo discursivo exitista del alcanzar o no de-
terminada meta tiene como un resultado 
principal y perverso ocultar esas mayores 
necesidades y demandadas.

Si bien las apuestas en el mediano y lar-
go plazo reflejadas en la Agenda Patriótica 
son más adecuadas pues esquivan estas 
metas relativas y pasan a una absoluta –la 
cobertura total–, aún se mantiene el pro-
blema de los indicadores y, los requeri-
mientos para su logro distan mucho aun 
de lo que se implementa.

Así, la mejora en los servicios de agua 
potable y saneamiento básico manejado 
en los discursos como uno de los princi-
pales logros e indicadores del “Proceso de 
Cambio”, es aún un campo con múltiples y 
crecientes necesidades; y con insuficientes 
esfuerzos desde el gobierno. 

El análisis sobre las inversiones en un 
siguiente artículo nos permitirá evaluar-
los los esfuerzos que pretenden alcanzar la 
cobertura universal y a dónde realmente 
apuntan 

1 Tomando como referencia a la ONU (OMS-UNICEF, 
2003-2013), la cobertura de agua potable la defini-
mos como: acceso al agua de cañería de red (den-
tro de la vivienda o fuera de esta y dentro o fuera 
del terreno de la vivienda), pileta pública o pozo con 
bomba; mientras que la cobertura de saneamiento 
básico como: si el baño o letrina desaguan en el al-
cantarillado o en una cámara séptica.

2 No existen a la fecha datos oficiales de coberturas 
de agua potable y saneamiento básico en base a da-
tos del 2012. Tan solo declaraciones de autoridades 
gubernamentales sobre acceso a servicios de agua 
potable y disponibilidad de red de alcantarillado (75% 
y 60% respectivamente) (ABI, 2013). Por esta razón 
realizamos el análisis en base a nuestro cálculo de 
coberturas.
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and Sanitation. (2013). Joint Monitoring Programme 
(JMP) for Water Supply and Sanitation. Recuperado 

3 El Censo arroja datos de viviendas para cobertura 
de servicios: 584.507 viviendas sin cobertura de 
agua potable y 1.473.418 viviendas sin cobertura 
de saneamiento básico. Para estimar el número de 
habitantes hemos calculado el promedio de habitan-
tes por vivienda dividiendo la población total entre el 
número de viviendas total: 3,565 hab/vivienda.

4  Llegando a su fin el plazo establecido en las metas 
del milenio (2015), ya se está discutiendo los Objeti-
vos de Desarrollo Sostenible. Es muy probable que 
estos reproduzcan varios errores de los primeros; la 
ley marco de la madre tierra y el desarrollo integral 
para vivir bien, establece para Bolivia ya algunos ob-
jetivos de desarrollo. 

5 Si bien los planes gubernamentales (Plan Nacional 
de Saneamiento Básico 2008-2015 y Plan Sectorial 
de Desarrollo en Saneamiento Básico 2011-2015) 
no asumen como metas propias los ODM (plantean 
90%-80% en agua y saneamiento respectivamente), 
los discursos gubernamentales si las plantean per-
manentemente.

6 Cobertura de agua el 2012: 91,5% urbana, 58,4% 
rural; mientras que en saneamiento: 79.9% urbana y 
20,5% rural. Al no existir datos oficiales de coberturas 
tomamos como referencia nuestro cálculo en base a 
datos del INE desagregados por área rural/urbano.

7 No existe disponibilidad de información oficial conso-
lidada para siguientes años.

8 Los datos del censo 2012 no se encuentran disponi-
bles por comunidad, razón por la cual no es posible 
realizar el procesamiento de datos según tamaño del 
centro poblado. El mencionado documento conside-
ra las proyecciones al 2007 del INE a partir de los 
datos del censo 2001.

9 El Derecho Humano al Agua contempla criterios nor-
mativos (específicos al derecho) y criterios comunes 
(validos para los derechos humanos). Estos criterios 
abordan los diferentes aspectos que implica cubrir 
las necesidades humanas: accesibilidad, disponibi-
lidad, calidad, asequibilidad, aceptabilidad (criterios 
normativos), acceso a información, no discrimina-
ción, participación, transparencia y rendición de 
cuentas y sostenibilidad (criterios comunes)

10 Se ha roto el equilibrio entre demanda poblacional y 
oferta de agua, la población y su demanda de agua 

es mayor que la capacidad de producción de agua 
potable.

11 Volumen que representa el 26,59% del agua que 
captan. Si bien este porcentaje puede estar en un 
margen razonable considerando los promedios ge-
nerales de los sistemas de captación de agua para 
consumo doméstico a nivel internacional, no deja de 
ser un tema de preocupación y estrechamente vincu-
lado con la escasez de agua.

12 Las redes que no tienen agua las 24 horas del día 
generan vacíos en las tuberías con suficiente dife-
rencia de presión respecto al exterior como para ab-
sorber líquidos y humedad de la tierra circundante a 
las tuberías y contaminar el agua. Principalmente en 
zonas donde no existe o es deficiente el alcantarilla-
do.

13 Aunque no es objeto de análisis del presente artí-
culo, es importante mencionar también la validez 
del censo como un elemento a considerar. Si bien 
el tema de mayor polémica alrededor del censo es 
la diferencia entre los datos preliminares y los datos 
finales, existen varias otras críticas técnicas sobre su 
implementación y por tanto sobre la validez de sus 
datos (cartografía, movilización de la población para 
censarse en un lugar que no es su residencia). 

14 Sobre el rechazo o uso inadecuado de estas tecno-
logías en Bolivia ver el caso del Programa PROAN-
DES (Land and water Bolivia Ltda., 2006) o el de 
alcantarillado condominial en la ciudad de El Alto 
(Crespo, s.f.)

15 3.295,13 millones de Bs. convertidos a $us conside-
rando los tipos de cambio promedio anuales (Banco 
Central de Bolivia, 2013) resultan en 454,42 millones 
de $us.

16 Monto estimado para incrementar las coberturas en 
15,5 puntos porcentuales en agua y 32,3 puntos en 
saneamiento. 

17 Si bien el presupuesto general del estado para el 
2014 refleja un monto en algo mayor (199,3) al men-
cionado en estas proyecciones que parecería que los 
esfuerzos van por buen camino, el grado de ejecución 
promedio del 41% para el periodo 2005-2012 man-
tiene la preocupación mencionada (Viceministerio de 
Presupuesto y Contabilidad Fiscal, 2013, pág. 37).
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Crónica de 
conflictos mineros 

en Bolivia
(Enero - Junio 2014)

PUNA
Puna es un municipio ubicado en el 

departamento de Potosí cuya vocación 
principal es la agricultura, en diciembre de 
2013 el alcalde de este municipio alertó a 
las autoridades departamentales que la 
actividad minera que se desarrolla en la 
región pondría en riesgo a más de 4000 
regantes, sobre todo por la cercanía que 
tienen las operaciones con las lagunas que 
sirven de abastecimiento de agua para la 
actividad agrícola (Erbol, 23/12/2013).

A consecuencia de ello se logró que la 
gobernación inicie en febrero la elabora-
ción una ley departamental que proteja 
las lagunas, incluidas las del sistema Kary 
Kary de Potosí y Talacocha del munici-
pio de Puna, donde se ha dado un creci-
miento de la actividad minera (El Potosí, 
7/2/2014). En una inspección realizada se 
pudo evidenciar que las desechos minera-
les se encuentran a la intemperie, siendo 
una de las principales fuente de conta-
minación, además de que a partir de las 
mismas se genera el agua ácida que afecta 
a las fuentes de agua (EjuTv, 18/12/2013).

Las comunidades de Puna que se ven 
afectadas son: Huaycaya, Ayllu Jatun Man-
casaya, el Cantón Germán Busch, el Can-
tón Puna que cuenta con ocho ayllus y el 
Cantón Pacasi; se tiene previsto que esta 
Ley departamental sea pronto homologa-
da como ley nacional con la finalidad de 
proteger los cursos de agua de la activi-
dad minera y como patrimonio natural de 
la región (Erbol, 23/12/2013 y El Potosí, 
7/2/2014).

CIERRE DE MINAS
La elaboración de una ley que proteja 

las lagunas de los sistemas Kary Kary y Ta-
lacocha en Potosí, debido a la contamina-
ción ambiental producida principalmente 
por cooperativas mineras, es fruto de la 
denuncia por parte de las autoridades 
municipales del municipio de Puna (Erbol, 
23/12/2013). Esto ha llevado a que la go-
bernación de Potosí inicie acciones contra 
32 cooperativas que venían realizando 
operaciones y cuyos desechos eran ver-
tidos directamente a los ríos (Correo del 
sur, 7/3/2014).

Del grupo de 32 al cual se inició pro-
ceso administrativo resultarían inmedia-
tamente cerradas 7 operaciones y otras 
que ya fueron sancionadas. No se conoce 
la ubicación ni el nombre de estas minas, 
pero se sabe que son de cooperativas mi-
neras (El Potosí, 7/3/2014).

La gobernación potosina ha detectado 
cerca de 2000 operaciones mineras en el 
departamento, de las cuales sólo 400 con-
tarían con licencia ambiental y con planes 
de desarrollo y mitigación (Correo del sur, 
7/3/2014). 

No se conoce si realmente se efec-
tivizó esta medida y el curso que están 
siguiendo los procesos contra estas 32 
operaciones.
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CERRO RICO
El cerro rico de Potosí viene sufriendo 

constantes hundimientos y zonas declara-
ras “rojas” por el alto nivel de peligrosidad 
de las actividades mineras del sector coo-
perativo, se estableció el veto de opera-
ciones a partir de la cota 4000 lo cual no 
se ha cumplido (El deber, 21/1/2011).

Luego del inicio de las obras de pre-
servación del cerro (marzo -2012), se 
evidenció mediante inspección por parte 
de COMIBOL que continúan realizándose 
trabajos por parte de las cooperativas más 
allá del nivel crítico designado como franja 
de seguridad, tanto que incluso se acercan 
a las obras de conservación de la parte có-
nica del cerro (Correo del sur, 30/03/2012 
y Radio kollasuyu, 22/4/2013).

Se tuvo que esperar hasta que el Mi-
nisterio de Minería evidencie en enero de 
este año que las obras se encuentran en 
riesgo. El costo de estas obras se aproxima 
a los 18 millones de bolivianos pero a pe-
sar de las prohibiciones los trabajos de las 
cooperativas se realizan con normalidad 
(Pagina siete, 11/1/2014). 

Ante esta situación la COMIBOL emitió 
la instrucción del cierre de las bocaminas 
ubicadas sobre la cota 4.400 y el traslado 
de los cooperativistas hacia otros secto-
res; esto provocó la reacción del sector 
afectado que anunció medidas al respec-
to (Erbol, 17/3/2014). Posteriormente se 
llegó a un acuerdo con los dirigentes de la 
FEDECOMIN para iniciar el cierre definiti-
vo de las bocaminas Mercedes y Manquiri, 
operadas por las cooperativas Villa Impe-
rial y 10 de Noviembre, cuyos trabajado-

res serán reubicados por debajo del nivel 
4.300 (El Potosí, 8/4/2014).

A pesar de este proceso y las tareas 
que se están realizando en la cúspide del 
cerro se anunció además el hundimiento 
de otros sectores en niveles inferiores que 
también ponen en riesgo la estabilidad es-
tructural y por ende las fuentes de trabajo 
de los cooperativistas (ANF, 13/5/2014).

El Cerro Rico de Potosí es operado por 
cooperativas que tienen contratos con la 
transnacional Coeur d´Alene, a través de 
la Empresa Minera Manquiri, la cual acu-
mula la carga mineralizada que trasladan 
las cooperativas para recuperar funda-
mentalmente plata. 

CONFLICTO POR LEY 
MINERA

El sector minero presentó el proyecto 
de ley minera al ministro Mario Virreira el 
12 de Julio de 2013 y fue el sector coopera-
tivo que presionó para que su tratamiento 
en la asamblea legislativa concluya en la 

gestión (El diario, 1/11/2013 y Nacional de 
Huanuni, 14/7/2013). Al no poder ingresar 
a la agenda legislativa de la pasada ges-
tión los mineros entregaron el proyecto 
al presidente Evo Morales el 17 de marzo 
e instruye al parlamento que lo apruebe 
sin modificar ni una coma (Los Tiempos, 
18/3/2014 y El Deber, 17/3/2014).

El 30 de marzo la cámara de diputados 
aprueba el proyecto de ley pero con modi-
ficaciones que impedían a las cooperativas 
suscribir contratos con empresas privadas 
(art. 151) y que se limiten las potestades 
del parlamento.(art. 132). Esto desató la 
inmediata protesta de los cooperativistas, 
argumentando que se estaba rompiendo 
el acuerdo con el poder ejecutivo de la 
aprobación sin modificaciones (Noticias, 
30/3/2014 y Los Tiempos, 16/5/2014).

Los cooperativistas inmediatamente 
ordenaron el inicio de un bloqueo de ca-
minos a nivel nacional que llevó a varios 
enfrentamientos con la policía (Erbol, 
3/4/2014). El principal enfrentamiento 
sucedió en la carretera Cochabamba – 
Oruro el 30/3, con miembros de la Coo-
perativa Kami, dando como resultado el 
fallecimiento de dos cooperativistas por 
impactos de bala y un centenar de heridos 
(La Patria, 1/4/2014) y que varios policías 
fueran tomados como rehenes por los 
cooperativistas de Kami, los mismos que 
fueron liberados tras gestiones de la de-
fensoría del pueblo y derechos humanos 
(ABI, 2/4/2014).

El gobierno detuvo temporalmente el 
tratamiento de la ley hasta que se lleguen 
a acuerdos, a pesar de ello los cooperati-
vistas masificaron sus bloqueos (La razón, 
1/4/3014). La presión de los cooperati-
vistas derivó en la renuncia del ministro 
Mario Virreira, que fue reemplazado por 
Cesar Navarro quien encaminó las gestio-
nes para la aprobación del anteproyecto 
(El día, 8/4/2014). La ley fue remitida a 
la cámara de senadores, donde el nuevo 
ministro explicó los acuerdos para viabi-
lizar su tratamiento. Posteriormente fue 
aprobada para que el vicepresidente la 
promulgue el 28 de mayo en Oruro ante 
un gran número de mineros asalariados y 
cooperativistas (Erbol, 14/5/2014 y El De-
ber, 28/5/2014).

PROTESTAS CONTRA LA 
NUEVA LEY MINERA
Ante la inminente aprobación de la 

nueva ley de minería varias organizacio-
nes sociales se manifestaron en contra de 
esta normativa, tanto por su contenido y 
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por la forma en la que se ha gestionado su 
aprobación, sin la participación de ningún 
otro sector que no sea minero.

Inicialmente fueron los campesinos y 
regantes de la población de Challapata, 
ubicada en el departamento de Oruro 
quienes protagonizaron un bloqueo de la 
ruta que va de este departamento hacia 
Potosí, manifestando que esta ley es aten-
tatoria contra las actividades agrícolas 
que realizan en este municipio y que solo 
beneficia a un pequeño sector privilegia-
do de empresarios cooperativistas (Erbol, 
28/3/2014).

En varias ciudades se realizaron mar-
chas del sector regante y en Cochabam-
ba protagonizaron una masiva marcha, 
donde definieron masificar las protestas 
si es que no se atendía a sus reclamos 
que básicamente consistían en el rechazo 
de los artículos 3, 12, 40, 107, 108, 109, 
110, 111, 112 y 227 que regulan el uso y 
aprovechamiento del agua dando priori-
dad a la actividad minera (Los Tiempos, 
9/4/2014). 

Esta movilización logró ser atendida 
por el gobierno, el cual tenía la misión de 
viabilizar la ley impuesta por el sector pri-
vado, llegando a un acuerdo con el sector 
regante para que se modifiquen varios ar-
tículos del proyecto y así ya no exista nin-
guna traba para su aprobación (Opinión, 
30/4/2014). 

A pesar del acuerdo con los regantes a 
nivel nacional para viabilizar la aprobación 
de la ley minera, muchos otros sectores 
del movimiento regante participaron de 
la cumbre social contra la ley de minería 
en la ciudad de La Paz el 8 y 9 de mayo, 
donde se rechazó de forma contundente 
la aprobación de esta norma y los asisten-
tes resolvieron declararse en estado de 
emergencia permanente, organizar movi-
lizaciones a nivel nacional, acudir a instan-
cias internacionales denunciando la forma 
arbitraria con la que se estaría aprobando 

esta ley además de recurrir a las instancias 
jurídicas pertinentes para denunciar su 
inconstitucionalidad (CEDIB, 6/6/2014). 
Posteriormente a la cumbre las organiza-
ciones se movilizaron en marcha hacia el 
palacio de gobierno para hacer llegar las 
resoluciones y ser atendidos en sus de-
mandas (Conflictos Mineros, 13/5/2014).

ARCOPONGO
La localidad de Arcopongo ubicada en 

el municipio Inquisivi del departamento 
de La Paz fue escenario de un conflicto 
entre miembros de cooperativas mineras 
dedicadas a la extracción de oro (La Razón, 
16/6/2014). El domingo 18 de mayo se en-
frentaron con armas de fuego miembros 
de las cooperativas Ullakaya Condorini y 
Palma Flor por el control de la explotación 
de un yacimiento en el rio Chakety. Este 
enfrentamiento tuvo como resultado 3 
personas fallecidas por impactos de bala 
(La Patria, 24/5/2014).

Ambas cooperativas denunciaron que 
son víctimas de avasallamiento, pero 
también señalaron el uso de armamento 
de guerra como ametralladoras y fusiles, 
además de la incursión de un helicópte-
ro para el abastecimiento de alimentos y 
armas de la cooperativa Ullakaya (Erbol, 
20/5/2014). A esto se suma una cantidad 
no determinada de heridos y desapareci-
dos durante los choques. Se informó que 
los hombres armados habían arribado a 
la zona en un número aproximado de 100 
personas y que se había acordado un pac-
to de no agresión una semana antes del 
enfrentamiento. Los comunarios de Palma 
Flor denunciaron además saqueos y que-
ma de viviendas (ANB, 23/5/2014 y Pagina 
Siete, 20/5/2014).

El ministerio de minería procedió a 
cancelar las solicitudes mineras en Arco-
pongo y suspender las actividades me-
diante la resolución 5768/2014 del 23 de 
mayo, con la finalidad de apaciguar la re-

gión, a pesar de ello se ha denunciado que 
aún persiste la explotación minera y que 
este conflicto pudo haber sido prevenido 
dado que las autoridades tenían conoci-
miento de las tensiones y problemas que 
se estaban produciendo (Los Tiempos, 
26/5/2014; Pagina Siete, 29/5/2014 y La 
Jornada, 24/6/2014).

EL CHORO - TRINIDAD 
PAMPA

Trinidad Pampa está ubicada en el de-
partamento de La Paz, provincia Nor Yun-
gas, zona característica ahora por el incre-
mento de actividad minera, principalmen-
te del sector cooperativista aurífero.

La madrugada del 21 de junio un 
grupo armado irrumpió cerca de la po-
blación amedrentando con dinamitas y 
disparos y dos comunarios fueron muer-
tos con armas de fuego. El grupo hostil 
respondía a la Cooperativa Cruz del Sur, 
la cual viene acosando a la población des-
de hace 8 años, según denuncian los di-
rigentes (Opinión, 22/6/2014 y El Deber, 
23/6/2014).

La policía intervino para calmar los áni-
mos, uno de los policías fue tomado como 
rehén y liberado posteriormente para ser 
atendido (La Razón, 21/6/2014). El gober-
nador del departamento de La Paz, Cesar 
Cocarico, afirmó que el enfrentamiento 
se debió a disputas por áreas de trabajo 
minero, a su vez el viceministro de coo-
perativas mineras, Luis Chorolque, infor-
maba que los luctuosos acontecimientos 
de debieron a un conflicto familiar (Erbol, 
23/6/2014 y Cambio, 23/6/2014). 

La fiscalía inició las investigaciones y 
detuvo a tres de los implicados, los cuales 
fueron identificados por los comunarios 
de ser los autores materiales e intelectua-
les de los asesinatos, ellos intentaron es-
capar hacia el Perú y fueron remitidos a la 
cárcel (La Patria, 26/6/2014 y Jornadanet, 
27/6/2014).
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CERRO RICO
El cerro rico de Potosí viene sufriendo 

constantes hundimientos y zonas declara-
ras “rojas” por el alto nivel de peligrosidad 
de las actividades mineras del sector coo-
perativo, se estableció el veto de opera-
ciones a partir de la cota 4000 lo cual no 
se ha cumplido (El deber, 21/1/2011).

Luego del inicio de las obras de pre-
servación del cerro (marzo -2012), se 
evidenció mediante inspección por parte 
de COMIBOL que continúan realizándose 
trabajos por parte de las cooperativas más 
allá del nivel crítico designado como franja 
de seguridad, tanto que incluso se acercan 
a las obras de conservación de la parte có-
nica del cerro (Correo del sur, 30/03/2012 
y Radio kollasuyu, 22/4/2013).

Se tuvo que esperar hasta que el Mi-
nisterio de Minería evidencie en enero de 
este año que las obras se encuentran en 
riesgo. El costo de estas obras se aproxima 
a los 18 millones de bolivianos pero a pe-
sar de las prohibiciones los trabajos de las 
cooperativas se realizan con normalidad 
(Pagina siete, 11/1/2014). 

Ante esta situación la COMIBOL emitió 
la instrucción del cierre de las bocaminas 
ubicadas sobre la cota 4.400 y el traslado 
de los cooperativistas hacia otros secto-
res; esto provocó la reacción del sector 
afectado que anunció medidas al respec-
to (Erbol, 17/3/2014). Posteriormente se 
llegó a un acuerdo con los dirigentes de la 
FEDECOMIN para iniciar el cierre definiti-
vo de las bocaminas Mercedes y Manquiri, 
operadas por las cooperativas Villa Impe-
rial y 10 de Noviembre, cuyos trabajado-

res serán reubicados por debajo del nivel 
4.300 (El Potosí, 8/4/2014).

A pesar de este proceso y las tareas 
que se están realizando en la cúspide del 
cerro se anunció además el hundimiento 
de otros sectores en niveles inferiores que 
también ponen en riesgo la estabilidad es-
tructural y por ende las fuentes de trabajo 
de los cooperativistas (ANF, 13/5/2014).

El Cerro Rico de Potosí es operado por 
cooperativas que tienen contratos con la 
transnacional Coeur d´Alene, a través de 
la Empresa Minera Manquiri, la cual acu-
mula la carga mineralizada que trasladan 
las cooperativas para recuperar funda-
mentalmente plata. 

CONFLICTO POR LEY 
MINERA

El sector minero presentó el proyecto 
de ley minera al ministro Mario Virreira el 
12 de Julio de 2013 y fue el sector coopera-
tivo que presionó para que su tratamiento 
en la asamblea legislativa concluya en la 

gestión (El diario, 1/11/2013 y Nacional de 
Huanuni, 14/7/2013). Al no poder ingresar 
a la agenda legislativa de la pasada ges-
tión los mineros entregaron el proyecto 
al presidente Evo Morales el 17 de marzo 
e instruye al parlamento que lo apruebe 
sin modificar ni una coma (Los Tiempos, 
18/3/2014 y El Deber, 17/3/2014).

El 30 de marzo la cámara de diputados 
aprueba el proyecto de ley pero con modi-
ficaciones que impedían a las cooperativas 
suscribir contratos con empresas privadas 
(art. 151) y que se limiten las potestades 
del parlamento.(art. 132). Esto desató la 
inmediata protesta de los cooperativistas, 
argumentando que se estaba rompiendo 
el acuerdo con el poder ejecutivo de la 
aprobación sin modificaciones (Noticias, 
30/3/2014 y Los Tiempos, 16/5/2014).

Los cooperativistas inmediatamente 
ordenaron el inicio de un bloqueo de ca-
minos a nivel nacional que llevó a varios 
enfrentamientos con la policía (Erbol, 
3/4/2014). El principal enfrentamiento 
sucedió en la carretera Cochabamba – 
Oruro el 30/3, con miembros de la Coo-
perativa Kami, dando como resultado el 
fallecimiento de dos cooperativistas por 
impactos de bala y un centenar de heridos 
(La Patria, 1/4/2014) y que varios policías 
fueran tomados como rehenes por los 
cooperativistas de Kami, los mismos que 
fueron liberados tras gestiones de la de-
fensoría del pueblo y derechos humanos 
(ABI, 2/4/2014).

El gobierno detuvo temporalmente el 
tratamiento de la ley hasta que se lleguen 
a acuerdos, a pesar de ello los cooperati-
vistas masificaron sus bloqueos (La razón, 
1/4/3014). La presión de los cooperati-
vistas derivó en la renuncia del ministro 
Mario Virreira, que fue reemplazado por 
Cesar Navarro quien encaminó las gestio-
nes para la aprobación del anteproyecto 
(El día, 8/4/2014). La ley fue remitida a 
la cámara de senadores, donde el nuevo 
ministro explicó los acuerdos para viabi-
lizar su tratamiento. Posteriormente fue 
aprobada para que el vicepresidente la 
promulgue el 28 de mayo en Oruro ante 
un gran número de mineros asalariados y 
cooperativistas (Erbol, 14/5/2014 y El De-
ber, 28/5/2014).

PROTESTAS CONTRA LA 
NUEVA LEY MINERA
Ante la inminente aprobación de la 

nueva ley de minería varias organizacio-
nes sociales se manifestaron en contra de 
esta normativa, tanto por su contenido y 
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por la forma en la que se ha gestionado su 
aprobación, sin la participación de ningún 
otro sector que no sea minero.

Inicialmente fueron los campesinos y 
regantes de la población de Challapata, 
ubicada en el departamento de Oruro 
quienes protagonizaron un bloqueo de la 
ruta que va de este departamento hacia 
Potosí, manifestando que esta ley es aten-
tatoria contra las actividades agrícolas 
que realizan en este municipio y que solo 
beneficia a un pequeño sector privilegia-
do de empresarios cooperativistas (Erbol, 
28/3/2014).

En varias ciudades se realizaron mar-
chas del sector regante y en Cochabam-
ba protagonizaron una masiva marcha, 
donde definieron masificar las protestas 
si es que no se atendía a sus reclamos 
que básicamente consistían en el rechazo 
de los artículos 3, 12, 40, 107, 108, 109, 
110, 111, 112 y 227 que regulan el uso y 
aprovechamiento del agua dando priori-
dad a la actividad minera (Los Tiempos, 
9/4/2014). 

Esta movilización logró ser atendida 
por el gobierno, el cual tenía la misión de 
viabilizar la ley impuesta por el sector pri-
vado, llegando a un acuerdo con el sector 
regante para que se modifiquen varios ar-
tículos del proyecto y así ya no exista nin-
guna traba para su aprobación (Opinión, 
30/4/2014). 

A pesar del acuerdo con los regantes a 
nivel nacional para viabilizar la aprobación 
de la ley minera, muchos otros sectores 
del movimiento regante participaron de 
la cumbre social contra la ley de minería 
en la ciudad de La Paz el 8 y 9 de mayo, 
donde se rechazó de forma contundente 
la aprobación de esta norma y los asisten-
tes resolvieron declararse en estado de 
emergencia permanente, organizar movi-
lizaciones a nivel nacional, acudir a instan-
cias internacionales denunciando la forma 
arbitraria con la que se estaría aprobando 

esta ley además de recurrir a las instancias 
jurídicas pertinentes para denunciar su 
inconstitucionalidad (CEDIB, 6/6/2014). 
Posteriormente a la cumbre las organiza-
ciones se movilizaron en marcha hacia el 
palacio de gobierno para hacer llegar las 
resoluciones y ser atendidos en sus de-
mandas (Conflictos Mineros, 13/5/2014).

ARCOPONGO
La localidad de Arcopongo ubicada en 

el municipio Inquisivi del departamento 
de La Paz fue escenario de un conflicto 
entre miembros de cooperativas mineras 
dedicadas a la extracción de oro (La Razón, 
16/6/2014). El domingo 18 de mayo se en-
frentaron con armas de fuego miembros 
de las cooperativas Ullakaya Condorini y 
Palma Flor por el control de la explotación 
de un yacimiento en el rio Chakety. Este 
enfrentamiento tuvo como resultado 3 
personas fallecidas por impactos de bala 
(La Patria, 24/5/2014).

Ambas cooperativas denunciaron que 
son víctimas de avasallamiento, pero 
también señalaron el uso de armamento 
de guerra como ametralladoras y fusiles, 
además de la incursión de un helicópte-
ro para el abastecimiento de alimentos y 
armas de la cooperativa Ullakaya (Erbol, 
20/5/2014). A esto se suma una cantidad 
no determinada de heridos y desapareci-
dos durante los choques. Se informó que 
los hombres armados habían arribado a 
la zona en un número aproximado de 100 
personas y que se había acordado un pac-
to de no agresión una semana antes del 
enfrentamiento. Los comunarios de Palma 
Flor denunciaron además saqueos y que-
ma de viviendas (ANB, 23/5/2014 y Pagina 
Siete, 20/5/2014).

El ministerio de minería procedió a 
cancelar las solicitudes mineras en Arco-
pongo y suspender las actividades me-
diante la resolución 5768/2014 del 23 de 
mayo, con la finalidad de apaciguar la re-

gión, a pesar de ello se ha denunciado que 
aún persiste la explotación minera y que 
este conflicto pudo haber sido prevenido 
dado que las autoridades tenían conoci-
miento de las tensiones y problemas que 
se estaban produciendo (Los Tiempos, 
26/5/2014; Pagina Siete, 29/5/2014 y La 
Jornada, 24/6/2014).

EL CHORO - TRINIDAD 
PAMPA

Trinidad Pampa está ubicada en el de-
partamento de La Paz, provincia Nor Yun-
gas, zona característica ahora por el incre-
mento de actividad minera, principalmen-
te del sector cooperativista aurífero.

La madrugada del 21 de junio un 
grupo armado irrumpió cerca de la po-
blación amedrentando con dinamitas y 
disparos y dos comunarios fueron muer-
tos con armas de fuego. El grupo hostil 
respondía a la Cooperativa Cruz del Sur, 
la cual viene acosando a la población des-
de hace 8 años, según denuncian los di-
rigentes (Opinión, 22/6/2014 y El Deber, 
23/6/2014).

La policía intervino para calmar los áni-
mos, uno de los policías fue tomado como 
rehén y liberado posteriormente para ser 
atendido (La Razón, 21/6/2014). El gober-
nador del departamento de La Paz, Cesar 
Cocarico, afirmó que el enfrentamiento 
se debió a disputas por áreas de trabajo 
minero, a su vez el viceministro de coo-
perativas mineras, Luis Chorolque, infor-
maba que los luctuosos acontecimientos 
de debieron a un conflicto familiar (Erbol, 
23/6/2014 y Cambio, 23/6/2014). 

La fiscalía inició las investigaciones y 
detuvo a tres de los implicados, los cuales 
fueron identificados por los comunarios 
de ser los autores materiales e intelectua-
les de los asesinatos, ellos intentaron es-
capar hacia el Perú y fueron remitidos a la 
cárcel (La Patria, 26/6/2014 y Jornadanet, 
27/6/2014).
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